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VERSIÓN LIBRE Y ESPONTÁNEA EN MATERIA DISCIPLINARIA 

LEY 734/2002 Y REGÍMENES ESPECIALES LEY 836/2003 FFMM Y 1015/2006 

POLICÍA NACIONAL. 

 

Resumen 

 

Frente al tema del derecho disciplinario sancionatorio entraremos a revisar como en 

Colombia se aborda en específico el tema de la versión libre y espontánea, teniendo en cuenta 

su historia, el concepto fundamental de versión libre y espontánea, si se ha respetado como 

derecho o sigue siendo tomada como deber, pues si bien es cierto vemos como en muchas 

coordinaciones jurídicas militares, los operadores utilizan este medio de defensa 

erróneamente, enfocándolo y usándolo como prueba, causando traumatología y dando como 

resultado nulidades procesales, pues cuando los presupuestos facticos son dados así, los 

abogados defensores invocan violación de derechos y principios fundamentales, por ende 

haremos una fundamentación jurisprudencial colombiana y un análisis comparativo a nivel 

internacional sobre la aplicación y manejo del tema disciplinario en otro país, para determinar 

el manejo al derecho disciplinario, que ley lo rige, y que aportes se dan, no es debido que el 

versionado sea llamado dentro de un proceso, su derecho de versión libre y espontánea se le 

da al comienzo del proceso disciplinario en concordancia con la norma facultativa, es por esto  

que se debe dejar fundamentado que la versión libre y espontánea es un Derecho y no un 

deber y su aplicación debe ser como tal. 

 

Palabras Claves: Disciplinaria, Responsabilidad Jurídica De Servidores Públicos, Derecho 

A La Defensa, Debido Proceso, Versión Libre Y Espontánea, Derecho, Deber, Operador 

Judicial, Probatorio, Transgresión.    
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FREE VERSION AND SELF IN DISCIPLINARY MATTER 

(LAW 734/2002 836/2003 LAW AND SPECIAL SCHEMES AND 1015/2006 

NATIONAL POLICE FFMM 

 

 

     Abstract 

 

     Address the issue of disciplinary law sanctioning enter to revise and Colombia is addressed 

in particular the issue of free and spontaneous version, taking into account its history, the 

fundamental concept of free and spontaneous version, if it is respected as a right or remains 

taken as a duty, because if it is true we see in many legal coordinations military, operators use 

this means of defense wrongly, focusing and using it as evidence, causing trauma and 

resulting procedural nullity, because when the factual circumstances are given as well, 

defense lawyers invoked violation of fundamental rights and principles, therefore we will 

make a jurisprudential foundation Colombian and a comparative analysis at the international 

level on the implementation and management of the disciplinary issue in another country, to 

determine the handling disciplinary law, which law governs, and contributions are given, not 

because the versioning be called within a process, the right to free version and spontaneous is 

given at the beginning of the disciplinary process in accordance with the voluntary standard, 

which is why it should be left grounded that the free and spontaneous version is a right and 

not a duty and their application should be as such. 

 

     Key words: Discipline, Responsibility Law of Civil Servants, right to defense, due process, 

free and spontaneous version, right, duty, Operator Judicial, Probation, Transgression. 
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Introducción 

     La constitución política de 1991, en su título II, capítulo 1, nos enmarco los derechos 

fundamentales, derechos que tenemos todos en cualquier condición sea como ciudadanos del 

común o sea como servidores públicos con relaciones especiales de sujeción. 

     El fin primordial que deben cumplir  los administradores de justicia como figuras 

garantistas del cumplimiento de los derechos y obligaciones consignadas en nuestra 

constitución colombiana, es velar que estos se cumplan a cabalidad en todas las esferas de los 

diferentes enfoques jurídicos;  para ello es necesario tener el respaldo legal para dar seguridad 

jurídica y la minuciosa observación de una lista de requerimientos situados con el único fin de 

satisfacer el compromiso estatal de garantizar el derecho de defensa, el acceso efectivo a la 

administración de justicia, la diligencia y el respeto de los derechos de quienes intervienen en 

los procesos judiciales. 

     En este instante y ya entrando en materia disciplinaria, en Colombia los operadores 

judiciales se deben someten al catálogo de deberes que se aplica frente a cualquiera de estos 

funcionarios con relaciones especiales de sujeción pues se deben procurar por guardar la 

moralidad pública, transparencia, objetividad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, 

celeridad, publicidad, economía, y demás en el desempeño de su cargo, respetando las 

prohibiciones y el régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos 

de intereses previsto en el Código Disciplinario Único - la Ley 734 de 2002, y máxime 

cuando existe servidores públicos con relaciones especiales de sujeción intensificada como 

son los integrantes de las fuerzas militares de Colombia, las cuales están compuestas por 

Fuerza Aérea, Ejercito Y Armada Nacional, y Policía Nacional para las áreas urbanas, con 

unas características propias de su función estatal y la necesidad de mantener la paz, el orden y 

la buena convivencia de las personas, siempre en consonancia con la autonomía estructural y 

funcional que le asigna la Constitución y sus leyes especiales como son la ley 836/2003 y 

1015/2006. 

     Ahora bien, tomemos el tema del precedente, en virtud del cual se les exige a los jueces 

sujetarse a sus propias decisiones y a las que profieren sus superiores funcionales, para que 

los fallos respondan a cierto nivel de conexión, asociado al amparo de los derechos de 

igualdad de trato jurídico, de debido proceso y al principio de buena fe, en pro del cuidado a 

los fines del proceso disciplinario.  
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Concepto y fundamentación jurisprudencial 

 

Partiendo del concepto y la historia de la Versión Libre, y haciendo mención a varios 

pronunciamientos que ha hecho la doctrina y la jurisprudencia sobre el tema, se hará un 

análisis de la situación fáctica y jurídica del desarrollo que ha tenido la versión libre visto 

desde cada norma existente; lo primero es definir el alcance de la versión libre y espontánea 

para eliminar el concepto errado de que este un deber del operador jurídico llamar a versionar 

libremente al disciplinado y no como debe ser y entenderse que es un derecho del 

disciplinado, a quien se le publica e indica en el auto de notificación personal al proceso 

iniciado en su contra y donde se le escriben los derechos que tiene y entre los cuales esta 

explicito que éste, puede solicitarla en cualquier etapa de la actuación hasta antes del fallo de 

primera instancia, tal como lo dispone en el artículo 92 de la Ley 734 de 2002, que señala que 

son: “Derechos del Investigado: como sujeto procesal, el investigado tiene los siguientes 

derechos ser oído en versión libre, en cualquier etapa de la actuación hasta antes del fallo de 

primera instancia.” (Congreso, 2002) Y el artículo 124 de la Ley 836/2003 que señala que 

son “Derechos del investigado o presunto infractor. El investigado o presunto infractor, y el 

defensor para los fines de su cargo, tienen los siguientes derechos: Rendir descargos por 

escrito o solicitar expresamente ser oído en versión libre o en exposición de descargos...” 

(FFMM, 2003); Derecho disciplinario que en varias ocasiones se propone vulnerado por la 

defensa aludiendo la transgresión del principio del debido proceso y otros principios. 

(Subrayada por fuera del texto). 

     El primer propósito será identificar algunos elementos para realizar una valoración de la 

prueba dentro de dicho procedimiento, siempre dando las garantías constitucionales a los 

disciplinados, entonces ¿la versión libre y espontánea, jurídicamente es un derecho o un deber 

y es respetado como tal?  

     Para conceptualizar un poco vamos a tomar la definición dada por la Sala Disciplinaria de 

la Procuraduría General de la Nación en el expediente con radicado No. 161-4336, así: “La 

versión libre es aquella diligencia en que el investigado como sujeto procesal tiene derecho a 

ser oído por parte del operador disciplinario, en cualquier etapa de la actuación, y hasta 

antes del fallo de primera instancia con el objeto de que pueda ejercer su derecho de 

contradicción y defensa, para reafirmar, si a bien lo tiene, la presunción de inocencia de la 
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que goza en el proceso disciplinario que se le adelanta, o con el fin de fijar con certidumbre 

su posición frente a la acusación, o bien, admitir su responsabilidad mediante la 

confesión…” 

     “Deviene de lo anterior, que siendo la versión libre un derecho del investigado (Núm. 3 

Art. 92 C.D.U.), bien puede éste, de acuerdo a su estrategia de defensa, optar por ejercerlo o 

no, pero una vez solicitada, decretada y no practicada, por razones imputables al propio 

disciplinado, es obligación de éste volverla a solicitar, porque su silencio puede ser 

interpretado por el despacho como una forma de desistimiento del ejercicio de este derecho, 

en tanto un actuar contrario del funcionario instructor, al insistir en su práctica, podría 

devenir en la pérdida de la espontaneidad y de la libertad requerida para rendirla, máxime 

cuando en este caso el propio disciplinado expresó que la solicitaría en una nueva 

oportunidad, sin que este hecho se haya producido...”
 
(Sala Disciplinaria, Procuraduría 

General de la Nación, 2010).  

     Pasemos entonces a demostrar que la versión libre y espontánea es un derecho, no un deber 

del juez disciplinario y el hecho de no escuchar en versión libre a un disciplinado no 

constituye violación al debido proceso, ni al derecho de defensa y contradicción, y por ende 

no es causal de nulidad de los proceso adelantados en ninguna oficina de control disciplinario, 

a no ser que esta se utilice como medio de prueba y no como medio defensa como es su 

esencia; pero demos una mirada a que es un medio de prueba en particular y que es un medio 

de defensa, se ha dicho que el juez hace historia.  

     Lo dijo Carnelutti. El historiador, cuenta el autor, “escruta en el pasado para saber cómo 

ocurrieron las cosas…un hecho ha ocurrido o no…el juez, al principio, se encuentra ante una 

hipótesis; no sabe cómo ocurrieron las cosas; si lo supiese, si hubiese estado presente en los 

hechos sobre los que debe juzgar, no sería juez, sino testigo y si decide, precisamente, 

convierte la hipótesis en tesis, adquiriendo la certeza de que ha ocurrido o no un hecho, es 

decir, certificando ese hecho. Estar cierto de un hecho quiere decir, conocerlo como si se lo 

hubiere visto.” (Carnelutti, 2007). 

"La finalidad del proceso no es solamente la búsqueda de la verdad; la finalidad del proceso 

es algo más: es la justicia, de la cual la determinación de la verdad es solamente una 

premisa."
 (
Calamandrei

, 
1973

)
. 
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     “los medios de defensa pueden definirse como los mecanismos jurídicos de carácter 

procesal con lo que cuenta el imputado durante el curso del proceso para atacar la acción 

impetrada en su contra” (slideshare.net). 

     Por su parte la doctrina hace referencia al principio de defensa y dice que se manifiesta 

primariamente en el derecho al proceso así: “como presupuesto de la pena, en el cual el 

perseguido pueda intervenir con amplitud suficiente para hacer valer sus intereses, La 

intervención se proyecta en una serie de derechos inalterables del imputado cuyo ejercicio 

debe permitirse en todas las etapas y momentos del proceso, cualquiera que fuere la 

estructura procesal de éste...” (Velez, 2009). 

     Ahora bien profundizando en materia, la sala disciplinaria de la Procuraduría General de la 

Nación, se ha manifestado en varias ocasiones al tema por ejemplo en el pronunciamiento 

inmerso en el Exp. 161-02380 Respecto a la afirmación del quejoso en el sentido que el 

proceso estaba viciado de nulidad porque no se llamó a versión libre al acusado, se 

encuentra que la versión libre es un derecho del disciplinado, quien puede solicitarla en 

cualquier etapa de la actuación hasta antes del fallo de primera instancia, tal como lo 

dispone el artículo 92 de la Ley 734 de 2002. De igual manera, el operador disciplinario si lo 

considera procedente, puede decretarla conforme a los artículos 129 y 130 ídem, por ende, el 

hecho de no haberse oído en versión libre al Mayor MARCO AURELIO PUENTES 

VALBUENA no constituye causal de nulidad como lo manifiesta el recurrente, por lo cual se 

denegará su declaratoria” (Sala disciplinaria, Procuraduria General de la Nacion , 2005).
 
 

     Como podemos ver no existe tal vulneración al debido proceso, al derecho de defensa y 

contradicción, por el solo hecho de no haber sido escuchado en versión libre y espontánea al 

implicado, pues tiene todas las oportunidades dentro de las etapas procesales legalmente llevadas, 

para  hacer manifestación que no ha sido escuchado en versión libre y que su deseo es que deba ser 

escuchado, solicitud que se tendrá que conceder porque es su derecho al ejercicio de la defensa, 

como veremos a continuación en el pronunciamiento de la Sala Disciplinaria de la Procuraduría 

General de la Nación, a través del expediente 161- 01430, donde manifestaron que “En virtud del 

recurso de apelación, interpuesto y sustentado en legal forma por el disciplinado, Mayor 

HECTOR EMIRO BARRIOS JIMENEZ y el doctor JOSE EDILBERTO MORENO BECERRA, 

apoderado del Teniente CRISTIAN ENRIQUE ARIAS HERNANDEZ , revisa la Sala Disciplinaria 

la providencia de fecha junio 13 de 2.002, por la cual la Procuraduría Delegada Disciplinaria 
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para la Defensa de los Derechos Humanos, sancionó con suspensión de funciones, sin derecho a 

remuneración, por el término de noventa (90) días, por haber puesto en peligro a la población 

civil durante un operativo militar…”“En el escrito de descargos el señor defensor - numeral 15- 

(folio 281), solicitó “...que una vez sean recepcionadas estas pruebas, se fije fecha y hora para oír 

en diligencia de descargos a mi prohijado”. Esta prueba fue decretada por la Delegada (folio 

305) pero no se practicó (ver folios 306 a 359). Sobre el particular, el señor Personero Municipal 

de Ituango, comisionado para practicar las pruebas, a folio 343, dijo: “...para la práctica de la 

prueba del numeral 15 corresponde a usted como comitente, fijar fecha y hora para que se 

escuche en diligencia de descargos al prohijado del apoderado convencional”. “El profesor 

ALBERTO SUAREZ SANCHEZ, en publicación hecha por el Instituto de Estudios del Ministerio 

Público, titulada “El Debido Proceso Disciplinario”, a la página 42, dice que “La defensa del 

disciplinado es dual, porque la cumple tanto él como su defensor; por eso se suele distinguir entre 

la defensa técnica, cumplida por el abogado defensor y la material que desarrolla el propio 

procesado (...) precisamente para ejercer el derecho de defensa la ley faculta al disciplinado para 

presentar sus descargos...”. “En sentencia C-430/97 la Corte Constitucional, dijo: “...No 

encuentra la Corte razonable ni proporcionada a la finalidad que pretende perseguirse -

eventualmente la economía procesal o la eficiencia y la eficacia para la administración de la 

actuación disciplinaria- el que quede a la voluntad del funcionario recibir o no la exposición 

espontánea que solicita el inculpado, pues siendo ella como se dijo un acto de defensa, no existe 

justificación alguna valedera para su restricción”. “La jurisprudencia y la doctrina son unánimes 

en cuanto a que al investigado se le debe oír en cualquiera de las etapas procesales, 

independientemente de los términos utilizados en la respectiva petición, esto es,  diligencia de 

versión libre o voluntaria, exposición espontánea, o similares. Lo importante, es escuchársele 

dado que el derecho fundamental a la defensa no puede ser ignorado…” “Dentro de esta gama de 

posibilidades, la versión libre y espontánea, por provenir directamente de la persona que tiene 

interés y conocimiento directo sobre los hechos que se investigan, especialmente sobre aquellos en 

los cuales se edifica la posibilidad de un reproche disciplinario, se constituye en una de las 

principales herramientas de defensa del disciplinado” “Además, la Corte Constitucional en 

sentencia SU-620/96. (Expediente T-84714), dijo que “Las declaraciones bajo juramento, no 

excluye la versión libre…” (Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, 2002). 
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     Pero para aclarar un poco, las practicas que se pueden llevar en los procesos disciplinarios 

para incurrir en vulneración al debido proceso serán entonces como las señala “Nayive 

Adriana Vargas Preciado, en su escrito llamado Prácticas En Los Procesos Disciplinarios 

Que Generan Irregularidades Sustanciales Y Desconocimiento De Los Principios Rectores” 

así: “se hace necesario someter el ejercicio de la actividad disciplinaria al cumplimiento 

estricto de los parámetros constitucionales y legales que buscan finalmente lograr consenso 

entre el interés general que puede tener la comunidad frente a un resultado investigativo y la 

protección a la dignidad que como ser humano, para lo cual se debe establecer en qué 

consisten esos parámetros denominados dentro de la ley disciplinaria como principios 

rectores, cómo se aplican y que conductas de los operadores disciplinarios los vulneran, para 

que tales prácticas se proscriban definitivamente y evitar así la impunidad por las 

reiterativas nulidades dentro del desarrollo del proceso disciplinario…” “Es así como la ley 

disciplinaria, tanto general como especial, ha elevado en calidad de principios rectores 

aquellos que devienen no solo de los denominados principios generales del derecho sino del 

concepto de dignidad humana ligado al derecho fundamental del debido proceso De acuerdo 

con la Corte Constitucional en sentencia C-028 de 2006, con ponencia del magistrado 

Humberto Antonio Sierra Porto: “[…] en Colombia el principio de legalidad ha sido 

entendido como una expresión de racionalización del ejercicio del poder, esto es, como el 

sometimiento de las actuaciones de quienes desempeñan funciones públicas a norma previa y 

expresa que las faculten. Dicho principio está formulado de manera expresa en la Carta 

Política […]”. Ha sostenido además, que en concordancia con el derecho al debido proceso 

reconocido por el artículo 29 de la Carta y en virtud del principio de legalidad, le 

corresponde al legislador determinar las conductas o comportamientos que atentan contra 

bienes jurídicos protegidos y que se desarrolla a través de la tipicidad, que exige concretar 

una definición clara, precisa y suficiente acerca de la conducta o del comportamiento ilícito, 

así como de las consecuencias jurídicas o sanciones, garantizando la libertad y seguridad 

individuales y la seguridad jurídica. Una de las expresiones del derecho de defensa es 

brindar al inculpado la posibilidad de ser escuchado en versión que debe ser libre y ojalá 

espontánea sobre su presunta responsabilidad en donde se le dé la posibilidad de reiterar su 

presunción de inocencia, el cual además debe asegurarse permanentemente y no restringirse 

solo a la etapa de la indagación preliminar. COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. 

Sentencia C 028 de 2006. MP. Humberto Antonio Sierra Porto. COLOMBIA. CORTE 
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CONSTITUCIONAL. Sentencia C-769 de 1998. MP. Antonio Barrera Carbonell. El principio 

de contradicción consiste en permitirle al investigado en la etapa instructiva conocer las 

pruebas allegadas en su contra y controvertirlas así obsequiarle la posibilidad de aportar 

pruebas que le permitan ejercer su defensa, teniendo su origen en el artículo 29 

constitucional. Por su parte, la presunción de inocencia exige que toda duda razonable se 

resuelva dentro del proceso a favor del investigado o presunto infractor, exigiendo para ello 

que no exista modo alguno de eliminarla, mientras que la culpabilidad se deriva del artículo 

29 superior que exige la declaración judicial de culpabilidad, proscribiendo la 

responsabilidad objetiva ya que exige probar que la conducta fue cometida bien sea bajo 

modalidad culposa o a título de dolo. Mientras tanto, la ilicitud sustancial exige que se 

demuestre dentro del proceso, además de la concreción del ilícito disciplinario y el descarte 

de las causales de justificación, la afectación de los principios previstos en el artículo 209 

constitucional que rigen la función pública. Una vez conocida la definición de los principios 

rectores de la actuación disciplinaria de mayor connotación para la evolución exitosa del 

proceso, se procederá a analizar las conductas que los desconocen que se originan desde el 

mismo inicio de la etapa de averiguación cuando al implicado no se le notifica personalmente 

el auto de apertura de indagación, en donde se ordena la práctica de unas pruebas que se 

encuentra en el derecho de controvertir…”“También se estudiará la afectación del principio 

de legalidad cuando no se realiza la adecuación típica de forma clara precisa e inequívoca 

ya que como se observará, en materia disciplinaria se permite la aplicación de los tipos en 

blanco pero se hace necesario el respectivo complemento normativo, al tiempo que se 

examinará la minimización del concepto de ilicitud sustancial cuando la actividad 

investigativa se limita a descartar la ilicitud del comportamiento y la presencia de causales 

de exclusión de responsabilidad. (Vargas Preciado, 2012). 

     Veamos entonces, que es prueba, para asegurar que esta versión libre al ser usada como tal, 

generara la violación a la apreciación integral de las prueba, el debido proceso, y demás 

principios, al incluir la versión libre y espontánea como prueba y no como defensa como ya se 

aclaró anteriormente, y vemos entonces que según la Procuraduría General de la Nación en su 

pronunciamiento 021-103796-2004, Procuraduría Primera Delegada Contratación estatal 

“Mediante auto del 22 de enero de 2007, esta Delegada formuló pliego de cargos en contra 

de los investigados, por las siguientes conductas: A MAGDALENA ARBELÀEZ JIMÈNEZ, 
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por “Celebrar y permitir la ejecución del contrato de prestación de servicios sin 

formalidades plenas No. 02 del 1 de abril de 2002, así como permitir la ejecución de la orden 

de trabajo No. 02 del 2 de enero de 2002, perfeccionados con JAIRO ERNESTO CASTILLO, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 19.087.648 de Bogotá, pese a que el contratista se 

encontraba incurso en causal de inhabilidad para suscribir contratos con entidades estatales, 

toda vez que simultáneamente se encontraba vinculado a la Contraloría General de la 

República como servidor público.”. Esta providencia fue notificada personalmente a la 

disciplinada y al defensor de oficio del investigado el 2 de febrero y 29 de enero de 2007, 

respectivamente. descargos y etapa probatoria, La disciplinada MAGDALENA ARBELÀEZ 

JIMÈNEZ no solicitó prueba alguna en su escrito de descargos, pero aportó fotocopia de la 

hoja de vida del señor JAIRO ERNESTO CASTILLO, del contrato de prestación de servicios 

sin formalidades plenas No. 02 del 1º de abril de 2002 y de la orden de trabajo No. 02 del 2 

de enero de 2002, ambos suscritos por la Directora de Residencias Femeninas, Por su parte, 

el defensor de oficio del investigado JAIRO ERNESTO CASTILLO no solicitó ni aportó 

prueba alguna con los descargos; Por auto del 29 de marzo de 2007, se ordenó tener como 

pruebas las aportadas por la disciplinada y, de otra parte, fijó fecha y hora para escuchar en 

versión libre a JAIRO ERNESTO CASTILLO, teniendo en cuenta que dicho investigado había 

presentado petición en este sentido; sin embargo, éste no compareció a la diligencia, ni 

asumió su defensa. A través de auto del 13 de junio de 2007, se ordenó escuchar en versión 

libre a la investigada MAGDALENA ARBELÀEZ JIMÈNEZ, quien en el curso de la 

mencionada diligencia confirió poder a un abogado, para que asumiera su defensa en la 

presente investigación,  Alegatos De Conclusión, Mediante auto del 8 de agosto de 2007, esta 

Delegada dio traslado al apoderado de la disciplinada para alegar de conclusión antes del 

fallo, toda vez que en la citada providencia, se indicó que la petición de prescripción de la 

acción disciplinaria elevada por la defensora de oficio del investigado JAIRO ERNESTO 

CASTILLO, sería objeto de pronunciamiento en el fallo” “Paralelamente, la Oficina de 

Control Disciplinario de la Contraloría General de la República adelantaba proceso contra 

el señor JAIRO ERNESTO CASTILLO (anexo 2), por los mismos hechos que son materia de 

la presente actuación, el cual  se inició con base en informe rendido por el Liquidador de las 

Residencias Femeninas, plenario en el que profirió auto de apertura de indagación 

preliminar del 23 de septiembre de 2003 (fls. 1 a 2 anexo 2), luego, auto de apertura de 

investigación disciplinaria del 16 de julio de 2004 (fls. 67 a 78 del anexo 2), posteriormente 
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auto citación a audiencia del 6 de abril de 2005 (fls. 169 a 189 del anexo 2), por cuanto el 

operador disciplinario consideró que el investigado había confesado en su versión libre, al 

manifestar que había sostenido una relación contractual con Residencias Femeninas para 

llevar los registros contables de la misma, pero que dicha labor fue desarrollada por sus 

hijas; sin embargo, en audiencia del 25 de abril de 2005 (fls. 200 a 202 del anexo 2), la 

dependencia investigadora determinó terminar la diligencia y remitir el expediente a esta 

Delegada, en razón de que fue enterada por el defensor de oficio del investigado de la 

existencia de la cursante investigación, actuaciones que fueron incorporadas al expediente, el 

cual se ha venido tramitando bajo el procedimiento ordinario…” “en gracia de discusión, en 

el eventual caso que la versión libre rendida por el investigado tuviere algún valor 

probatorio, ésta de todas maneras no ofrecería suficiente elementos de credibilidad, dado que 

se han desvirtuado sus afirmaciones, al demostrarse que la persona que prestó los servicios a 

la entidad, con ocasión del contrato objeto de investigación, fue, precisamente, el señor 

JAIRO ERNESTO CASTILLO y no sus hijas, como lo certifican, por ejemplo, los actos 

administrativos expedidos por la entidad contratante, mediante los cuales se autorizó el pago 

de sus honorarios (Procuraduría Primera Delegada Contratación estatal, 2007).  

     En líneas anteriores, podemos observar que aunque uno de los investigados se inculpo en 

su versión libre y quiso inculpar a la otra investigada, esta actuación no sería objetiva ni 

válida desde ningún punto de vista, teniendo en cuenta que la versión libre es un medio de 

defensa y no probatorio, primero porque si el deseo era hacer una confesión, el juez 

disciplinario debía transformar la diligencia de versión libre y espontánea en una diligencia de 

confesión donde el investigado o versionado debía estar en compañía de su abogado y llenar 

los requisitos legales para tal fin, pues existen varias diferencias puntuales entres estas dos 

diligencias desde cualquier punto de vista de derecho.  

     Si los presupuestos facticos hubiesen sido diferentes en esta demanda, al tomar la 

diligencia de versión libre como un medio probatorio y no como un medio de defensa, 

mediante el cual los disciplinados dice sin imposición de nadie, lo que a su juicio sucedió en 

cuanto a lo que le están indilgando, se hubiese suscrito en la extinción de la oportunidad para 

su ejercicio del derecho de defensa, pues este quizá cuente solo con esta opción en su 

dinámica de defensa y al verla vulnerado quedarían desprotegida violándose derechos 

fundamentales, como el debido proceso entre otros.  
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     La corte constitucional en Sentencia C-175/01, plantea que el debido proceso está 

contemplado así en el “Artículo 74.- Vigencia y Oportunidad del Nombramiento de 

Apoderado.  El defensor puede presentar pruebas en la indagación preliminar y solicitar 

versión voluntaria sobre los hechos. La negativa se resolverá mediante providencia 

interlocutoria contra la cual solo cabe el recurso de reposición”: El ciudadano demandante 

considera vulnerados los principios del debido proceso y el derecho a la defensa, 

consagrados en el artículo 29 de la Constitución Política, que la norma demandada se 

encuentra en contradicción con lo preceptuado por el artículo 80 del Código Disciplinario 

Único, pues esa norma garantiza en forma permanente el derecho de contradicción 

probatoria, Considera que la norma acusada da la posibilidad de que la recepción de la 

versión espontánea sea discrecional del investigador, pues se otorga total autonomía al 

funcionario indagador para que a su arbitrio decida si toma o no la versión que se solicita 

por el apoderado del presunto inculpado, con lo cual se restringe notablemente el derecho de 

defensa, pues la exposición voluntaria en sí misma es un acto de defensa. Consideran en 

síntesis que con lo establecido por el artículo 74 del Código Disciplinario Único no se 

evidencia ninguna vulneración como lo sostiene el actor, pues de la simple lectura del 

artículo en su contexto global se deduce la posibilidad de que el apoderado del presunto 

inculpado solicite o aporte pruebas, así como la posibilidad de solicitar la versión libre del 

investigado…” (Sentencia Corte Constitucional, 2001). 

     Ahora bien,  el legislador estableció las diferencias en cuanto al alcance de las normas 

sustantivas, como también legislo en el tema del procedimiento señalado para llevar a buen 

término la función disciplinaria por eso, no siempre se debe cuestionar la subsistencia de una 

irregularidad en un proceso jurídico, pues los procedimientos que se deben seguir para 

recaudar las pruebas, deben ser regulados por la ley, y máxime cuando se trate de pruebas las 

cuales deben ser  recaudarlas según las normas de la sana crítica, la legalidad y la 

constitucionalidad, por esto nos vemos obligados a precisar los significados según la Real 

Academia de la lengua española, así: 

 Prueba:   1. f. Acción y efecto de probar. 

2. f. Razón, argumento, instrumento u otro medio con que se pretende mostrar y 

hacer patente la verdad o falsedad de algo. 

 Versión. Modo que tiene cada uno de referir un mismo suceso. 
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 Libre. 1. adj. Que tiene facultad para obrar o no obrar 

 Espontaneo.  prnl. Descubrir a las autoridades voluntariamente cualquier hecho  

propio,   secreto o ignorado con el objeto la mayoría de las veces, 

de alcanzar perdón como en premio de su franqueza. 

 Derecho. Facultad de hacer o exigir todo aquello que la ley o la autorida estableceen

 nuestro favor, o que el dueño de una cosa nos permite en ella.  

 Deber. tr. Estar obligado a algo por la ley divina, natural o positiva. Deberse 

A la patria…” (RAE, 2016) 

     De igual forma es concreta la Procuraduría Tercera Delegada ante  el Consejo de Estado, 

cuando nos habla del derecho de defensa en sentido de que el disciplinado pueda solicitar ser 

escuchado en diligencia de Versión Libre Y Espontanea antes de proferir el fallo de primera 

instancia,  lo anterior lo preciso en pronunciamiento No. 106/2013, IUS:  2013-115748, “La 

demandante solicita la nulidad de las resoluciones No.3387 del 16 de mayo de 2001 expedida 

por el Jefe de la Oficina de Registro Interno de la Superintendencia de Notariado y Registro, 

mediante la cual le impuso la sanción de destitución e inhabilidad por el término de 15 años; 

No.4831 del 16 de junio de 2011, que confirma la decisión por parte del Superintendente de 

Notariado y Registro, y No.5656 del 14 de julio de 2011 que ejecuta la decisión.” “Como 

relación fáctica indicó que la oficina de Control Interno Disciplinario de la demanda profirió 

el 26 de febrero de 2010 auto de indagación preliminar y sin haber sido escuchada en versión 

libre el 6 de abril de 2010 ordenó la apertura de investigación disciplinaria contra la 

demandante en su calidad de Registradora de Instrumentos Públicos del Municipio de Agua 

de Dios, investigación radicada bajo el número 1139-2010, decretando entre otras pruebas la 

versión libre de la doctora Gaitán Ortiz y visita especial a la oficina de registro de 

Instrumentos Público correspondiente. Esta última se realizó el 3 de mayo de 2010 en la que 

no fue posible Recepcionar la versión libre debido a que su apoderado estaba fuera de la 

ciudad, señalando nueva fecha para el 21 de mayo de 2010 a las 8:30 a.m.  

     Señala que sin ser oída en versión libre el 5 de noviembre de 2010 se elevó pliego de 

cargos contra la disciplinada, con base en las quejas y pruebas recaudadas por la Oficina de 

Control Interno, por presunta infracción al numeral 1° del artículo 48 de la ley 734 de 2002, 

en armonía con los artículos 397, 399 y 286 de la que 499 de 2000 y artículo 28 de la ley 200 
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de 1995, que consecuencialmente transgrede los numerales 1, 2, 6, 18 y 31 del artículo 34 de 

la ley disciplinaria en concurso con las prohibiciones del artículo 35 numeral 1, 2, 17, 24 y 

31 de la ley 734 de 2002. Aduce que el 21 de noviembre de 2010 se levantó acta de 

inasistencia a la encartada, por no asistencia a la diligencia y el 20 de diciembre de 2010 se 

ordenó la práctica de pruebas y en relación con los descargos no se decretaron las 

solicitadas por la demandante.” “Insisten en que sin haber sido escuchada en versión libre, 

el Jefe de la Oficina de Control Interno Disciplinario, el 16 de mayo de 2011 se profirió la 

Resolución No.3837 que la declaró disciplinariamente responsable y le impuso la sanción de 

destitución e inhabilidad general para ejercer cargo público por el término de quince (15) 

años, la que fue confirmada y que considera le vulneró el debido proceso” “Sostuvo el 

Superintendente al resolver la alzada, que: 

De la versión libre. 

     La versión libre según el artículo 92, numeral 3 de la ley 734 de 2002, es un derecho 

del investigado “ser oído en versión libre, en cualquier etapa de la actuación, hasta 

antes del fallo de primera instancia”. En este punto la investigada no utilizó ese medio 

de defensa porque bien habría podido solicitar la versión libre hasta antes del fallo de 

primera instancia, pero no lo hizo. 

     El a quo, en un esfuerzo garantista de los derechos de la doctora Gaitán Ortiz, la 

citó en dos oportunidades para que compareciera a rendir versión, pero hizo caso 

omiso, por lo tanto no le asiste razón al recurrente en cuanto le endilga a la Oficina de 

Control Disciplinario Interno la omisión de la propia investigada, quien fue renuente a 

rendir la versión libre, no obstante que esa diligencia era un medio de defensa a su 

favor…” 

     La Procuraduría Delegada respetuosamente solicita al H. Consejo de Estado – 

Sección Segunda – Subsección “B” que deniegue las pretensiones de la demanda.” 

(Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado No. 106/2013, 2013) 

      Recordemos que el artículo 92 de la Ley 734 de 2002, manifiesta que la versión libre es 

un derecho del investigado  “que no está limitado a la indagación preliminar sino que se 

puede materializar, en cualquier etapa de la actuación, hasta antes del fallo de primera 
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instancia”, debe tenerse en cuenta que rendir versión libre y espontánea, no es una obligación 

para el procesado sino que constituye un mero acto de defensa, ya que es una de las 

oportunidades para que el disciplinado fije su posición con respecto a los presupuestos 

facticos. 

     Ahora bien cuando la versión libre es solicitada por el disciplinado tiene el carácter de 

obligatorio para el investigador u operador judicial practicarla, siempre y cuando la no 

asistencia a la diligencia solicitada, dependa única y exclusivamente del disciplinado; 

apreciemos como lo magnifico la Procuraduría General de la Nación, en el pronunciamiento 

VT-592-09, dirigido a los Magistrados de la Sala De Selección De Tutelas de la Honorable 

Corte Constitucional, así: “Lo que no advirtió el juez constitucional de segunda instancia al 

conceder el amparo, fue el hecho cierto, de que, si bien el 31 de marzo de 2009 el despacho 

instructor accedió a la solicitud de escuchar en diligencia de versión libre y espontánea a la 

señora Rocío Esperanza López de Robinson, diligencia que fuera programada para el 14 de 

abril de2009, la señora López de Robinson  NO ASISTIÓ A LA MISMA.  

     Al respecto se considera que siendo la versión libre un derecho del investigado al tenor 

del numeral 3° del artículo 92 de la Ley 734 de 2002, éste no puede quedar condicionado a 

los criterios particulares que al respecto tenga quien se investiga, por lo tanto, si la 

diligencia fue programada y no se acudió a ella, no se puede alegar en sede de tutela su 

propia culpa.  

     Así las cosas, no resulta legalmente factible que el operador constitucional de segunda 

instancia haya argumentado que la Procuraduría General de la Nación “sacrificó” una 

última posibilidad para escuchar a la señora López en versión libre, cuando en realidad se 

advierte la propia incuria de la aquí accionante….” (Procuraduría General de la Nación , 

2010). 

     Cuando cuestionábamos en el inicio de este artículo, que si la versión libre era un deber o 

un derecho y que en cualquier etapa de la actuación procesal, hasta antes del fallo de primera 

instancia, podría solicitarse el derecho a ser escuchado  en versión libre y espontánea libre 

apremios de cualquier clase, en este tipo de diligencias el imputado puede dar su versión libre 

de forma escrita, verbal, aportar pruebas o simplemente hacer uso de  su derechos a quedarse 

callado respecto de los hechos materia de investigación, es normal ver en las oficinas de 
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control disciplinario que se inquiere al implicado, se le interroga de manera por demás 

coactiva para que dé información sobre el particular, cuando lo que debe entenderse por 

versión libre es una manifestación voluntaria, libre de ataduras, presiones, chantajes y demás 

de quien sabe que hay en curso una investigación contra él, y pudiendo a través de la misma 

aclarar la situación que dio lugar a ello.  

     Si se explica que este tipo de diligencias es un mecanismo de defensa, tanto el disciplinado 

como el operador judicial estarán más tranquilos y podrían archivarse casos más rápido al 

estar claras muchas situaciones, pero en la mala práctica lo que quedo es bombardear al 

implicado de preguntas, inductivas, y buscando siempre colocar en duda su buena fe, y su 

inocencia, y si le sumamos que el común de las partes investigadas presumen que deben ser 

llamados a versionarse libremente y no lo solicitan como debe ser, pues no debemos olvidar 

que es un derechos y no un deber. 

     Pero entonces ¿cómo debemos conducir una Versión Libre Y Espontánea?, la respuesta es 

muy sencilla y ya ha sido abordado en el transcurrir de este artículo, en las diferentes 

jurisprudencias, textos, y códigos, pues bien, la mejor forma de no violentar los derechos 

fundamentales de nuestro investigado durante una diligencia de Versión Libre y Espontanea 

como su nombre lo indica es: 

1. No coaccionarlo para que jure decir la verdad y nada más que la verdad, con esto sin 

haber comenzado la diligencia ya está invalidada. 

2. No sugerirle respuestas 

3. No generarle preguntas que más que un interrogante constituye una acusación. 

4. Solo se está autorizado para hacer preguntas aclaratorias o de precisión, como por 

ejemplo, cuando el investigado menciona que iba de camisa de color, o a una 

dirección, o número, ahí se podría preguntar aclaratoriamente, es decir, que color, o 

dirección, etc. Solo preguntas de precisión, no inductivas, no tipo cerrado donde este 

solo le quede inculparse por no tener más salida.  

     Si se llegase a incurrir en cualquiera violación el indagado, podría en cualquier etapa del 

proceso solicitar la nulidad de esa o más actuación por estar violando el debido proceso, 

derechos de defensa y contradicción. 
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     Pero porque hacemos la claridad de que esta versión libre si ya definió que es un derecho, 

quien lo solicita, cuando se debe cumplir, entre otras apreciación puntualizadas en el 

particular, hay que profundizar manifestando que al ser libre de cualquier apremio o coacción 

deba nacer así a la vida jurídica, y motivada por esto traigo a colación la providencia con rad 

número 1230-10, donde nos indica puntualmente que “A título de restablecimiento del 

derecho solicitó la demandante que se ordene su reintegro al mismo cargo que venía 

desempeñando, en el Colegio Liceo de Occidente del municipio de la Celia, Risaralda, al 

momento de su destitución o a otro de mejor categoría, sin que exista solución de continuidad 

en la prestación del servicio. En virtud a lo expuesto, la Dirección de Control Interno 

Disciplinario de la Gobernación de Risaralda asumió el conocimiento de la investigación que 

se adelantaba por el presunto abandono del cargo que incurrió la demandante la cual 

culminó con su destitución e inhabilidad general para el ejercicio de funciones públicas por 

un término de 10 años. Se indicó que, la Directora de Control Interno Disciplinario de la 

Gobernación de Risaralda comisionó a otra funcionaria de esa dependencia para que 

practicara las pruebas necesarias dentro de la investigación que se adelantaba contra la 

demandante. Sin embargo, y de manera irregular, la primera de ellas le recepciona a la 

accionante su versión libre, sin poner de presente que tenía conocimiento previo de la 

situación que daba lugar a dicha investigación. En efecto, precisó la demandante que, antes 

de que se diera apertura a la indagación disciplinaria en su contra, había acudido a las 

Instalaciones de la Gobernación de Risaralda a exponer su caso; siendo escuchada y 

aconsejada, en esa oportunidad, por la Directora de Control Interno Disciplinario, quien con 

posterioridad se vale de ese conocimiento previo, y su “estrecho contacto” con la Rectora de 

la institución educativa donde laboraba, para interrogarla al momento en que recepcionó su 

versión libre. A lo anterior, agregó la parte demandante, que en el curso de la citada 

diligencia de versión libre la señora Adriana Aguirre Flórez no estuvo asistida por un 

profesional del derecho lo que, claramente, constituye una vulneración a su derecho 

fundamental a la defensa material y de contradicción.  Sostiene la señora Adriana Aguirre 

Flórez que el hecho de que la funcionaria que recepcionó su versión libre hubiera tenido 

conocimiento previo de la situación laboral por la que estaba atravesando, incluso antes de 

la apertura de la indagación preliminar en su contra, no sólo comprometía su imparcialidad 

sino que constituía una irregularidad insaneable dentro del proceso disciplinario que 

concluyó con su destitución e inhabilidad general para el ejercicio de funciones públicas. 
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      Al respecto estima la Sala que, la versión libre está consagrada dentro del ordenamiento 

disciplinario, Ley 734 de 2002, como el derecho que le asiste al disciplinado a ser escuchado 

en cualquier etapa de la actuación, investigación preliminar o formal, y hasta antes de 

adoptase decisión de instancia, con el fin de manifestar su inconformidad frente a la apertura 

de una indagación preliminar o ante una eventual acusación, o bien, admitir su 

responsabilidad a través de la confesión (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, sección segunda, subsección b, 2014).      

     En ese orden de ideas la versión libre más que un medio probatorio constituye un 

instrumento u oportunidad para ejercer los derechos fundamentales de contradicción y 

defensa del investigado frente a la actuación disciplinaria que se siga en su contra ya que, 

como su nombre lo indica, éste podrá libremente sin los apremios del juramento u otra 

coacción, manifestar todo cuanto considere necesario para esclarecer los hechos que 

presuntamente dan lugar a una responsabilidad de naturaleza disciplinaria.  

     En estos mismos términos la doctrina de la Procuraduría General de la Nación, través de 

la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios, y en sentencia C-081 de 2004, ha 

sostenido en relación con la versión libre: “(…) La diligencia de versión libre se asemeja a la 

indagatoria en materia penal; ambas se reciben a la persona comprometida  y están 

orientadas a que ellas, libre de cualquier apremio o coerción, rindan un relato de los hechos 

y de su participación en los mismos; más que un medio probatorio tales diligencias 

constituyen un medio de defensa, precisamente porque es la oportunidad para que la persona 

comprometida explique las circunstancias que rodearon los sucesos y la conducta que es 

objeto de investigación. Conforme a lo dicho, pueden tenerse en cuenta para el disciplinario 

las condiciones que se imponen para la recepción de la citada diligencia en los procesos 

penales, en el sentido de que sólo está autorizado para recibirlas el funcionario instructor, 

siendo éste el único que puede interrogar; se debe realizar en presencia del investigado y de 

su defensor, cuyo papel es totalmente pasivo, pues no puede interrogar ni participar en la 

diligencia y tampoco debe insinuar respuestas al investigado ni contestar por él…” 

(Procuraduría General de la Nación, 2004).  

     Vemos entonces que la Versión Libre y Espontánea debe serlo así por su naturaleza, sin 

juramento y demás, pero pasemos a la confesión que en algunos casos los operadores 
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jurídicos nos vemos inmersos en tener que suspender y cambiar la diligencia de versión libre 

para no incurrir en transgresiones a los principios fundamentales y constitucionales, cuando 

nos enfrentamos a una confesión por parte del disciplinado, y haciendo claridad a que es 

confesión y versión libre recapitulemos: 

      Versión libre: es aquella diligencia en que el investigado como sujeto procesal tiene 

derecho a ser oído por parte del operador disciplinario, en cualquier etapa de la actuación, 

antes del fallo de primera instancia. Respetándole el libre ejercicio de su defensa.  

      “Confesión:  

1.  f. Declaración que alguien hace de lo que sabe, espontáneamente o preguntado 

por otro. 

5. f. Der. Declaración personal del litigante o del reo ante el juez en el juicio.” (RAE, 

2016) 

     El único requisito de la versión libre es antes de comenzar la diligencia, es hacerle saber al 

investigado que tiene el derecho para designar abogado de confianza, sin esto ser una 

obligación para él, ni tampoco constituirá causal que invalide lo actuado, igualmente debe 

realizarse sin presión, ni coacción de ningún tipo. 

    Mientras que en la confesión aunque no se requiere que lo acompañe abogado de confianza, 

ya que esto en disciplinario es optativo por el investigado, el operador jurídico, si debe 

cambiar la diligencia tomando la versión ahora bajo juramento, para que el implicado admita 

la falta o hechos materia de investigación, el único requisito adicional es que sea ante 

funcionario competente, que se informe que le asiste el derecho de no autoincriminarse, y que 

esta debe darse con los presupuestos libres de toda presión y coacción, pero para más claridad 

a colación podemos traer un pronunciamiento de la PGN así: “Ante todo, se debe tener 

presente que el artículo 130 de la Ley 734 de 2002, prevé que los medios probatorios se 

practiquen conforme a las normas del Código de Procedimiento Penal "en cuanto sean 

compatibles con la naturaleza y reglas del derecho disciplinario". En ese orden de ideas, sólo 

aquello que en esta materia resulte aplicable al proceso disciplinario y que no riña con su 

naturaleza puede acatarse. Por lo tanto, siendo el proceso disciplinario una actuación de 
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naturaleza eminentemente administrativa y siendo un derecho del disciplinado el actuar 

directamente o través de apoderado, no podría exigirse para la validez de la confesión que 

ésta se surtiera sólo con la asistencia de un representante judicial, pues en el disciplinario es 

facultativo del acusado el actuar por intermedio de éstos. Para establecer sí en la confesión 

son válidas las explicaciones y razones que de su actuar suministre el investigado, debe 

tenerse presente que la confesión, como una declaración voluntaria por parte del acusado, no 

sólo implica la aceptación escueta del hecho como tal sino que necesariamente conlleva el 

relato de lo sucedido que puede comprender la razón de ser del comportamiento asumido; 

afirmaciones que tendrán que valorarse junto con las demás pruebas que obren en el 

expediente para determinar la verdad de los hechos. Ello es así porque la valoración de la 

conducta objeto de investigación implica el examen y análisis de las circunstancias de modo, 

tiempo y lugar que rodearon la comisión de los hechos, aspectos indispensables para 

determinar la levedad o gravedad de la falta, así como la graduación de la sanción que 

corresponda y también para verificar la existencia de causales de exculpación; aspectos cuyo 

conocimiento sólo puede darse para el operador a través de los medios probatorios que 

admite la Ley Disciplinaria, uno de los cuales es precisamente la confesión. Sobre este 

particular, debe tenerse en cuenta que si en el curso de la diligencia se hacen imputaciones o 

se compromete la responsabilidad de otras personas debe tomarse el juramento de rigor para 

que ésta pueda constituirse en prueba respecto de otros acusados o hechos. Las 

características de la confesión en materia disciplinaria no pueden equipararse en forma 

rigurosa a los que establecen los demás procedimientos en los que es aceptada ésta como 

medio probatorio y no puede serlo porque el proceso disciplinario es de menor exigencia 

formal en cuanto a la actuación que el procedimiento civil o penal; por ello no son 

predicables todas los formalismos que se predican en éstos para la validez de dicha 

diligencia, razón por la cual, como ya se anotó, el mismo Código Disciplinario permite la 

remisión pero sólo en lo que sea compatible con la naturaleza del proceso administrativo en 

mención” (Sentencia - Procuraduria General de la Nacion, 2005).  

     Ya habiendo definido bien cada concepto tenemos claro su significado y cómo podemos 

aplicarlo. Siendo así, entremos a ver el concepto de versión libre desde la óptica 

constitucional, inmersa en los derechos fundamentales, para esto tenemos que adentrarnos un 

poco en la historia, y tomaremos el ensayo llamado Concepto, Fundamentos y Evolución de 
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los Derechos Fundamentales y eso es: “ Se entiende por derechos fundamentales aquellos de 

los que es titular el hombre no por graciosa concesión de las normas positivas, sino con 

anterioridad e independientemente de ellas, y por el mero hecho de ser hombre, de participar 

de la naturaleza humana. Consecuencia inmediata de lo anterior es que tales derechos son 

poseídos por toda persona, cualquiera que sea su edad, raza, sexo o religión, estando, por 

tanto, más allá y por encima de todo tipo de circunstancia discriminatoria. La denominación 

utilizada para designar estos derechos es muy variada. Con frecuencia, se les llama derechos 

del hombre, derechos humanos, derechos de la persona humana, designaciones que incurren 

en redundancia, puesto que sólo el hombre puede ser titular de derechos, sean cuales fueren, 

si bien tienen a su favor la práctica de su uso. Se habla también de derechos naturales, 

término con el que se alude a su fundamento en la naturaleza humana; y de derechos 

fundamentales, queriendo señalar que afectan a las dimensiones más entrañables del ser 

humano. Los derechos fundamentales son, en sí mismos, derechos subjetivos y, por tanto, les 

son de aplicación las notas que la doctrina científica suele asignar a éstos. Pero es obvio que, 

por su condición de fundamentales, gozan de una especial relevancia que les destaca por 

encima de los demás y que se manifiesta en una porción de caracteres, ya no compartidos por 

los otros derechos, sino exclusivos de ellos. Mencionaremos a continuación dichas 

condiciones: 1. Los derechos fundamentales son imprescriptibles, es decir, no les afecta el 

instituto de la prescripción, sin que, por tanto, se adquieran ni pierdan por el simple 

transcurso del tiempo. 2. Son también inalienables, esto es, no transferibles a otro titular, a 

diferencia de lo que sucede con los demás derechos, en los que la regla general es la 

alienabilidad, aunque se den ciertas excepciones a la misma. 3. Son asimismo irrenunciables, 

o lo que es lo mismo, el sujeto no puede renunciar a la titularidad de los derechos 

fundamentales, a diferencia, como en los casos anteriores, de lo que ocurre con los derechos 

en general, que son renunciables en las condiciones que las leyes establecen. 4. Los derechos 

fundamentales son, por último, universales, entendiendo el término en el sentido de que todos 

ellos son poseídos por todos los hombres, lo cual quiere decir, que entre las personas se da 

una estricta igualdad jurídica básica, referida a los derechos fundamentales .No podía ser de 

otro modo, dado que todos los hombres participan de igual modo de la misma naturaleza: un 

ser es lo que es de manera total; no caben gradaciones a la hora de poseer una 

naturaleza…”. (Marin, 2014).      
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     Pero veamos ahora donde se ubican los derechos fundamentales en nuestra constitución 

colombiana, estos se encuentran en el Capítulo I de la constitución (arts. 11 al 41) se consagran 

los derechos fundamentales, destacándose el derecho a la paz, al libre desarrollo de la 

personalidad, el derecho al trabajo, el derecho a toda persona a aprehender a cualquier 

malhechor sorprendido en flagrante delito, a revocar el mandato de los elegidos, el derecho a 

interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley. Según la sentencia C-

081/2004, “hace un comparativo con el penal aludiendo que la diligencia de versión libre se 

asemeja a la indagatoria en materia penal; ambas se reciben a la persona comprometida y 

están orientadas a que ellas, libre de cualquier apremio o coerción, rindan un relato de los 

hechos y de su participación en los mismos; más que un medio probatorio tales diligencias 

constituyen un medio de defensa, precisamente porque es la oportunidad para que la persona 

comprometida explique las circunstancias que rodearon los sucesos y la conducta que es 

objeto de investigación. Conforme a lo dicho, pueden tenerse en cuenta para el disciplinario 

las condiciones que se imponen para la recepción de la citada diligencia en los procesos 

penales, en el sentido de que sólo está autorizado para recibirlas el funcionario instructor, 

siendo éste el único que puede interrogar; se debe realizar en presencia del investigado y de 

su defensor, cuyo papel es totalmente pasivo, pues no puede interrogar ni participar en la 

diligencia y tampoco debe insinuar respuestas al investigado ni contestar por él…”
 

(Procuraduría General de la Nación, 2004). 

     En consecuencia, si existen restricciones para el defensor en reciprocidad con su 

representado, con mas fuerza deben hacerse extensas a los apoderados de otros disciplinados, 

aunque no hay norma que faculte o prohíba la presencia de éstos en dichas diligencias, es 

claro que no podrían asumir ninguna actitud activa en la misma y por imposición del principio 

del ejercicio del derecho de defensa de manera personal, sin presión alguna, no se debe 

permitir la presencia de otros defensores, pero haciendo distinción entre los alcances léxicos y 

figurativos de las diligencias de versión libre y las diligencias de testimonio. La versión libre 

y espontanea hace relación a la exposición libre y espontánea como su nombre lo indica sin 

juramento que hace el disciplinado sobre lo que le consta de los hechos objeto de la 

investigación, y en dicha diligencia sólo puede preguntar quien recibe la versión y no hay 

intervención de los otros sujetos procesales. En cambio en el segundo tiene que ver con la 

toma de declaración a un testigo, bajo la gravedad del juramento, por parte del juez 
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disciplinario sobre los hechos que se trata de aclarar. En esta diligencia pueden intervenir los 

demás sujetos procesales, conforme a las reglas establecidas en el artículo 276 de la Ley 600 

de 2000 (Código de Procedimiento Penal, 2000). 

     En consecuencia, si alguno de los investigados no se le deja actuar preguntando 

en la versión libre y espontánea de los otros, se considera que no hay lugar a 

violación al debido proceso. 

     “Situación diferente se presenta cuando se trata de declaraciones de parte o testimonio de 

terceros, a las que los sujetos procesales no sólo pueden concurrir sino también ser 

partícipes contrainterrogando a los testigos; así se deduce de lo dispuesto en la Ley 734 de 

2002, que consagra expresamente la posibilidad de que los sujetos procesales, entre los que 

se encuentra el disciplinado (artículo 89), puedan solicitar, aportar y controvertir las 

pruebas ¿e intervenir en la práctica de las mismas¿ (artículo 90 numeral 1), derecho que se 

reitera en los mismos términos en relación específicamente con el investigado en el artículo 

92, no 4” (Procurador Auxiliar para Asuntos Disciplinarios, 2010). 

     La versión libre es un derecho que tiene el inculpado, esta se realiza sin juramento y libre 

de todo apremio, como es un derecho usted decide si desea rendirla. La versión libre es la 

oportunidad de aclarar lo sucedido, por ello es necesario que se concentre en los hechos 

motivo de la queja evitando divagar o traer hechos que no tienen que ver con la falta que se le 

imputa. 

     Con base en lo reseñado en la parte disciplinaria colombiana, entraremos a observar como 

se aplica el derecho disciplinario en Uruguay, en este país la aplicación del derecho 

disciplinario es muy similar al Colombiano, recientemente se ha dictado en ese país, el 

Decreto 222/14 que vino a regular el procedimiento disciplinario. Tal normativa se decretó de 

conformidad a su norma superior, la ley 19121 de 20 de agosto de 2013, que estableció el 

estatuto del funcionario aplicable a determinados funcionarios del Poder Ejecutivo. Lo 

expuesto no es justo y perfecto si no se establece, directamente, que el Decreto 222/14 

reprodujo, ampliamente, normas del decreto 500/91. Por ello destacaremos con especial 

detenimiento las nuevas alternativas en la regulación y traeremos a colación lo concordante 

con Colombia; pasemos a observar el manejo que en ese país le dan a algunos principios que 

http://www.monografias.com/trabajos13/mapro/mapro.shtml
http://www.monografias.com/trabajos4/leyes/leyes.shtml
http://www.monografias.com/trabajos35/el-poder/el-poder.shtml


25 
 

manejamos nosotros, por ejemplo el Debido Proceso, lo conceptualizan de acuerdo con su 

carta en el art. 66 y de igual forma lo máxima de acuerdo al decreto 500/91, así: 

     “Decreto 222/14, articulo 2 y 3 del capítulo de los Principios. Debido Proceso: Significa 

conceder efectivamente oportunidad de presentar descargos y articular la defensa, sobre los 

aspectos objetivos o subjetivos del caso”. (Dapkevicius, 2016) 

     “Decreto 500/91, artículo 171. Debido Proceso. Declárase que el artículo 66 de la 

Constitución de la República, es aplicable en todos los casos de imputación de una 

irregularidad, omisión o delito, sin que la notoriedad objetiva del hecho imputado exima a la 

autoridad respectiva de dar al interesado la oportunidad de presentar prueba de descargo 

sobre los aspectos objetivos o subjetivos del caso y de articular su defensa aduciendo 

circunstancias atenuantes de responsabilidad o causas de justificación u otras razones.” 

(Decreto500/91, 2016) 

     Del acápite de pruebas analicemos:  

     “Decreto 222/14, artículos 37 y ss. Pruebas: 

      Los hechos pueden acreditarse por cualquier medio lícito de prueba grafica o 

audiovisual, así como por todo otro medio hábil que provea la técnica. 

      Durante el procedimiento el instructor puede llamar cuantas veces crea necesario 

a los sumariados y a los testigos, sean estos últimos funcionarios o particulares 

      Por su parte, los involucrados pueden ofrecer pruebas las que deben diligenciarse 

siempre que tengan relación con el sumario o la investigación. 

      El sumariado debe prestar la más amplia colaboración para el esclarecimiento de 

los hechos investigados, lo que será valorado en la resolución que recaiga en el 

sumario 

      El sumariado no tiene la obligación de declarar. 

      El instructor debe tomar personalmente las declaraciones de las personas 

llamadas al sumario o investigación. 

 No se autoriza la asistencia letrada salvo el supuesto del sumariado, art. 72 Decreto 

500/91.” (Dapkevicius, 2016) 

     En este punto verificamos como los entes jurídicos de Uruguay tiene similitudes en 

algunas disposiciones con Colombia, por ejemplo vimos como dan la oportunidad de 

http://www.monografias.com/trabajos14/administ-procesos/administ-procesos.shtml#PROCE
http://www.monografias.com/trabajos14/administ-procesos/administ-procesos.shtml#PROCE
http://www.monografias.com/trabajos16/objetivos-educacion/objetivos-educacion.shtml
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presentar los descargos a los imputados respetando los derechos del mismo y hacen énfasis en 

que esta defensa debe ser sobre aspectos objetivos o subjetivos del caso, asimilándolo mucho 

con nuestro universo jurídico donde el debido proceso es de respeto ya que como hemos 

señalado anteriormente cuando es vulnerado se da para nulidades procesales, igualmente en el 

acápite de pruebas, el sumariado o investigado no tiene la obligación de declarar y solo se  

 Se autoriza la asistencia letrada de acuerdo al artículo 72 Decreto 500/91, que reza así:        

     “Artículo 72. Audiencia De Prueba. El proponente de la prueba de testigos tiene la carga 

de la comparecencia de los mismos en el lugar, fecha y hora fijados por la Administración. Si 

el testigo no concurriera sin justa causa, se prescindirá de su testimonio. La Administración, 

sin perjuicio del pliego presentado por la parte, podrá interrogar libremente a los testigos y 

en caso de declaraciones contradictorias podrá disponer careos, aún con los interesados. Las 

partes o sus abogados patrocinantes podrán impugnar las preguntas sugestivas, tendenciosas 

o capciosas y al término de la deposiciones de los testigos podrán hacer repreguntas y 

solicitar las rectificaciones que consideren necesarias para conservar la fidelidad y exactitud 

de la declaración. El funcionario actuante conservará en todo momento la dirección del 

procedimiento, pudiendo hacer nuevas preguntas rechazar cualquier pregunta que juzgare 

inconducente, innecesaria, perjudicial o agraviante para el testigo, así como dar por 

terminado el interrogatorio” (Decreto500/91, 2016) 

Según un aparte del libro Acto Y Procedimiento Administrativo Y Disciplinario, deja ver 

claramente como a lo largo de la historia del Derecho Disciplinario en Uruguay, siempre ha 

sido aplicable en todos los casos de imputación de una irregularidad, omisión o delito, sin que 

la notoriedad objetiva del hecho imputado exima a la autoridad respectiva de dar al interesado 

la oportunidad de presentar prueba de descargo sobre los aspectos objetivos o subjetivos del 

caso y de articular su defensa aduciendo circunstancias atenuantes de responsabilidad o 

causas de justificación u otras razones. Lo anterior señalando que se siguen los presupuesto de 

respeto a los derechos del investigado entonces el procedimiento es intimar al interesado para 

que espontáneamente se presente a dar su versión espontánea, a través de telegrama, carta 

certificado o con cualquier medio idóneo, sino lo hiciera no existirá vulneración pues haya 

también es derecho solo se puede intimar no citar formalmente. (Biasco, 2010). 

     En conclusión hay que tener en cuenta la valoración probatoria dentro del proceso 

disciplinario, la oportunidad para pedir pruebas pero en especial para hacer valer los 
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derechos que la constitución las leyes, la jurisprudencia, la doctrina nos otorga, nunca 

dejando de actuar con los principios y fines de la derecho, y garantizando en máxima 

escala el derecho a la defensa y el debido proceso, en aras de no originar nulidades 

procesales. Hay que tener muy claro que como toda investigación que se aborda, se 

requiere que culmine con un desenlace que muestre la veracidad de los hechos, pasando  

de una simple verdad formal o procesal a una verdad con equidad sin vulnerar los 

derechos fundamentales de las personas, viendo desde la óptica de la sana critica la 

versión libre queda determinado que aunque a veces este Derecho tan implícito se ve 

vulnerado porque los operadores jurídicos no dan la importancia al termino de solicitud 

que queda claro que debe ser antes del fallo de primera instancia en cualquier etapa del 

proceso, hay que tomar partido jurídico y defender la institucionalidad del mismo para 

no tener transgresiones normativas y que no se vulva prueba sino defensa como es su 

esencia.   
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